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I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bianchi Chelech, Carlos
--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Víctor
--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor José Antonio Viera-Gallo Quesney, y de Justicia, señor Carlos Maldonado Curti.

Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 15:53, en presencia de 28 señores Senadores.

El señor NOVOA (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. CUENTA

El señor NOVOA (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:
Informe



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en la propuesta de Su Excelencia la Presidenta de la República, contenida en el oficio mediante el cual, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 78 de la Constitución Política, solicita el acuerdo del Senado para nombrar como Ministra de la Excelentísima Corte Suprema a doña Rosa María Maggi Ducommun (boletín N° S 1.170-05) (Véase en los Anexos, el documento).



--Queda para la tabla de esta sesión.

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la Cuenta.


IV. ORDEN DEL DÍA

DESIGNACIÓN DE SEÑORA ROSA MARÍA MAGGI DUCOMMUN COMO MINISTRA DE LA CORTE SUPREMA

El señor NOVOA (Presidente).- Corresponde ocuparse en el oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para nombrar como Ministra de la Excelentísima Corte Suprema a la señora Rosa María Maggi Ducommun, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


--Los antecedentes sobre el oficio (S 1170-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Se da cuenta en sesión 14ª, en 5 de mayo de 2009.



Informe de Comisión:



Constitución, sesión 18ª, en 19 de mayo de 2009.
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- El Ejecutivo señala que se encuentra vacante un cargo de Ministro del más Alto Tribunal de la República, por haber cesado en sus funciones el señor Marcos Libedisnky, y propone para ocupar dicho puesto a la magistrada señora Rosa María Maggi Ducommun.


La Comisión de Constitución recibió en audiencia a la postulante, quien respondió las diversas consultas efectuadas respecto a su labor en el Poder Judicial.



Teniendo en consideración los numerosos antecedentes profesionales y académicos de la magistrada, el referido órgano técnico concordó, por la unanimidad de sus integrantes (Honorables señores Chadwick, Espina, Gómez, Muñoz Aburto y Sabag), en que en la actual proposición se ha dado cumplimiento a los requisitos y formalidades establecidos en nuestro ordenamiento jurídico.



Cabe tener presente que la solicitud, para ser aprobada, requiere el voto conforme de los dos tercios de los Senadores en ejercicio, es decir, 25.

El señor NOVOA (Presidente).- En discusión la propuesta presidencial.


Ofrezco la palabra.



Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, en nombre de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, informo a la Honorable Sala del Senado que la Ministra de la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Santiago doña Rosa María Maggi concurrió a una sesión celebrada por aquella, donde fue objeto de numerosas consultas por parte no solo de miembros del referido órgano legislativo, sino también de otros señores Senadores que participaron en él. La magistrada dio completa respuesta a un conjunto de temas que le fueron planteados y que constan en el informe que Sus Señorías han recibido.



Debo señalar que la Ministra señora Rosa María Maggi fue calificada en el último lustro con las siguientes notas: año 2003, 6.88 puntos, Lista Sobresaliente; año 2004, 6.9 puntos, Lista Sobresaliente; año 2005, 6.89 puntos, Lista Sobresaliente; año 2006, 6.92 puntos, Lista Sobresaliente; año 2007, 6.67 puntos, Lista Sobresaliente, y el año recién pasado, 6.67 puntos, Lista Sobresaliente.


También exhibe una extensa carrera judicial: Oficial Tercero Suplente de la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Santiago, entre 1971 y 1972; Oficial Tercero Titular de la Excelentísima Corte Suprema, de 1972 a 1974; Secretaria Titular del Sexto Juzgado Civil de Menor Cuantía de Santiago, desde 1974 hasta 1979; Secretaria Titular del Décimo Tercer Juzgado Civil de Santiago, entre 1979 y 1983; Jueza Suplente, de 1981 a 1983, y Jueza Titular, de 1983 a 1995, de ese mismo tribunal; Ministra Suplente de la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Santiago, durante parte de los años 1992, 1993, 1994 y 1995; Ministra Titular de la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Rancagua, entre el 21 de septiembre de 1995 y el 3 de junio de 2001, y, finalmente, Ministra Titular de la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Santiago, a partir del 4 de junio de 2001.



Asimismo, la señora Maggi ha realizado diversas actividades académicas, entre otras:



-Docente en programas de habilitación para optar a los cargos de Ministro y Fiscal Judicial de Corte de Apelaciones.


-Participante activa en programas de formación para postulantes al Escalafón Primario, es decir, como profesora de la Academia Judicial.



-Docente en cursos de “Interpretación Jurídica” y “Redacción de Sentencias” impartidos por dicha Academia. 


Cabe destacar que en la votación realizada por el Pleno de la Corte Suprema la señora Maggi quedó ubicada en primer lugar, con 9 votos. El resto de la quina quedó conformada como sigue: don Alfredo Pfeiffer, también con 9 votos; don Carlos Aránguiz, 6 votos, y don Juan Eduardo Fuentes y don Eduardo Solís, 5 votos.



En opinión de los miembros de la Comisión, la candidata no solo cumple satisfactoriamente los requisitos exigidos desde los puntos de vista de la carrera judicial y docente, sino que además dio respuesta íntegra a las consultas que le fueron formuladas. 



Asimismo, el órgano especializado consideró, por la unanimidad de sus miembros, que se han observado todos los requisitos formales establecidos por la Constitución Política para los efectos de que la Sala del Senado se pronuncie sobre el nombramiento. 



Es cuanto puedo informar, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- En votación la propuesta.



--(Durante la votación).
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Naranjo.

El señor NARANJO.- Señor Presidente, esta instancia o facultad que tenemos los Senadores me parece un verdadero privilegio, porque sobre nosotros recae la responsabilidad, nada menor, de votar por quienes deben ser miembros de la Corte Suprema y encabezar la Administración de Justicia de nuestra patria. O sea, la decisión que tomamos es de enorme trascendencia. 



Por eso, en varias ocasiones me ha parecido pertinente intervenir, pues de repente tengo la impresión de que algunos Honorables colegas entienden que, cuando la Presidenta de la República manda el nombre de determinado juez, este se transforma prácticamente en una imposición y no en una proposición. Y yo voy a defender siempre la facultad privativa que tenemos. Porque si entendiéramos el nombre enviado por la Primera Mandataria como una imposición, no tendría sentido que la Sala reflexionara sobre quienes deben constituir nuestro más Alto Tribunal.



Tampoco está en juego aquí la lealtad con el Gobierno ni quién es más leal o más de oposición según si se vota a favor o en contra de determinado candidato a la Corte Suprema. Muy por el contrario, creo que nuestra reflexión y nuestra decisión deben ser efectuadas en conciencia, libres de cualquier motivación política, religiosa o de otra naturaleza.



Siempre he sostenido -y lo reitero aquí- que, nos guste o no, los jueces, a través de la labor que desarrollan, van construyendo en su historia judicial una doctrina jurídica en diversas materias que a mí, al menos, me interesa saber si se mantiene o no a lo largo de los años. 



En ese sentido, valoro muy positivamente que dispongamos de dos instancias, la Sala y la Comisión, así como que en esta última se den todas las facilidades, no solo para que los postulantes expongan sus puntos de vista, sino también para que los Senadores tengamos la ocasión de formularles las consultas que nos parezcan pertinentes.



En este caso, como no compartía la doctrina jurídica que la señora Maggi había ido construyendo a través de sus resoluciones y fallos, estimé pertinente asistir a la Comisión y hacerle un sinnúmero de consultas. Y reconozco en esta Sala que estamos ante una jueza que posee amplitud de criterio y que claramente está abierta a nuevas ideas y maneras de abordar doctrinas jurídicas internacionales sobre temas en los cuales, a lo mejor por circunstancias de la vida, tuvo que tomar determinada decisión.



Por lo anterior, señor Presidente, reconociendo que en las posturas jurídicas de la magistrada propuesta se observa cierta evolución, en vez de votar en contra, como tenía previsto originalmente, me abstengo.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, me tocó participar en la sesión en la cual la Comisión de Constitución recibió en audiencia a la señora Rosa María Maggi, quien dejó una muy buena impresión tanto a los integrantes de dicho órgano como a los demás Senadores asistentes. Se le formularon varias consultas y ella las respondió todas de manera adecuada.



Quiero resaltar que estamos en presencia de una jueza que tiene 39 años de servicio en el Poder Judicial, que siempre ha sido calificada en Lista Sobresaliente y que ha ejercido su cargo con absoluta independencia, aplicando el mejor criterio y, naturalmente, siempre apegada a la Constitución y a la ley, todos atributos necesarios para ocupar los más altos cargos del Poder Judicial. 



Creo que la señora Rosa María Maggi es acreedora y digna de ocupar el cargo de Ministra del Máximo Tribunal de nuestro país.



Por eso, voté favorablemente en la Comisión, decisión que ratifico ahora en la Sala.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ominami.

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, también soy uno de los Senadores que han manifestado grandes reticencias respecto de esta proposición, básicamente por los fallos dictados por la señora Ministra en materia de derechos humanos. 



Algunas agrupaciones de ese ámbito me enviaron cartas que ponían en nuestro conocimiento un conjunto de antecedentes que a mí -lo digo bien francamente- me habían llevado a plantearme votar de manera negativa.



Quiero decir con mucha seriedad que para mí los puntos de vista del Senador Jaime Naranjo, al menos en materia de derechos humanos -así lo he expresado en el seno de mi bancada-, son siempre bastante importantes. Su Señoría posee una larga trayectoria en ese campo y, sin lugar a dudas, constituye en él un referente muy significativo.



Y a mí me hace mucho sentido lo que ha dicho acá -ya lo había señalado antes en mi bancada-, en cuanto a que, tras su comparecencia a la Comisión, advierte en la señora Maggi un cambio en su forma de enfrentar las cosas. Y el hecho de que los jueces, a la luz del ejercicio de su propio magisterio, vayan modificando sus puntos de vista me parece algo perfectamente comprensible.



Desde esa perspectiva, y como soy, quizás, más crédulo que el Senador señor Naranjo, o a lo mejor más ingenuo, voto a favor.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, he leído en detalle el informe entregado por la Comisión de Constitución, en particular las respuestas de la señora Ministra, y la verdad es que cada una de ellas muestra una disquisición jurídica muy importante, pero también un fuerte grado de opinión personal.



A mi juicio, la señora Maggi contestó en forma franca y directa todos los puntos consultados, con mucho manejo de las leyes, por cierto, y en especial con un criterio que realmente me ha sorprendido.



Siento que en oportunidades anteriores los informes no reflejaron el tipo ni la profundidad de las respuestas de los postulantes.



Y precisamente en virtud de las explicaciones proporcionadas ahora por la persona propuesta, desvanecida toda duda respecto de algunos temas relevantes que fueron planteados en la Comisión, voto a favor.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la proposición de la Presidenta de la República para designar a la señora Rosa María Maggi Ducommun como Ministra de la Corte Suprema (31 votos a favor y una abstención). 



Votaron por la afirmativa la señora Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Espina, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.



Se abstuvo el señor Naranjo.
El señor PIZARRO.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, quiero dejar constancia de mi adhesión al nombramiento de la señora Rosa María Maggi Ducommun como Ministra de la Corte Suprema.



Pese a estar presente en la Sala, no alcancé a votar. De modo que hago notar ambos hechos para los efectos de la Versión Oficial.

El señor NOVOA (Presidente).- Quedará la constancia solicitada.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En igual situación se encontraba el Senador señor Prokurica, de lo que doy fe.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor MALDONADO (Ministro de Justicia).- Muchas gracias, señor Presidente.



Señora y señores Senadores, en nombre de la Presidenta de la República, agradezco y valoro muy sinceramente el apoyo a la propuesta presidencial, que marca varios hitos, de los cuales quiero destacar solo dos.



En primer lugar, se registra un nuevo hecho histórico en cuanto a presencia femenina en la Corte Suprema: por primera vez en los anales de la República habrá cuatro Ministras integrantes del Máximo Tribunal del país. 



Por otra parte, ayer tuvimos el privilegio de firmar con la Primera Mandataria -en una ceremonia en la que también estuvo presente el señor Presidente del Senado- el proyecto de ley de nueva justicia civil, que se inicia con una revisión del Código Procesal correspondiente, el cual ingresará en estos días al Parlamento. 



Sobre el particular, la Ministra señora Maggi ha realizado toda una carrera de especialización tanto en el ejercicio de la labor jurisdiccional como respecto de la docencia en materia civil y comercial, por lo que estamos seguros de que su presencia en la Corte Suprema será también un valioso aporte no solo en el trabajo de esta, sino además en el correcto avance de esta reforma civil histórica que está comenzando. 



Muchas gracias a  los señores Senadores. 

El señor NOVOA (Presidente).- Se levanta la sesión. 



--Se levantó a las 16:10.









Manuel Ocaña Vergara, 









Jefe de la Redacción

A  N  E  X  O

DOCUMENTO

INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL OFICIO DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA, MEDIANTE EL CUAL SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA NOMBRAR COMO MINISTRA DE LA CORTE SUPREMA A LA SEÑORA ROSA MARÍA MAGGI DUCOMMUN

(S 1170-05)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informar el Oficio Nº 499, de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, de fecha 30 de abril de 2009, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar como Ministro de la Excelentísima Corte Suprema a la señora Rosa María Maggi Ducommun, Ministro de la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Santiago, en la vacante provocada por el cese de funciones de don Marcos Libedinsky Tschorne.


A la sesión en que se analizó esta proposición de nombramiento asistió, especialmente invitada, la señora Ministro, doña Rosa María Maggi. 



Asistieron, además, los Honorables Senadores señores Hernán Larraín Fernández, Juan Pablo Letelier Morel, Jaime Naranjo Ortiz, Jorge Pizarro Soto y Sergio Romero Pizarro.



Asimismo, concurrieron del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el Ministro, señor José Antonio Viera-Gallo Quesney. Del Ministerio de Justicia, el Ministro señor Carlos Maldonado Curti, y la Jefa de la División de Asesorías y Estudios, señorita Nelly Salvo Ilabel.

- - - 

El artículo 78 de la Constitución Política de la República regula el procedimiento para el nombramiento de los jueces. De acuerdo a ese precepto, el señor Presidente de la Corte Suprema, por Oficio 
Nº 7.953, de fecha 29 de diciembre de 2008, comunicó a la Primera Mandataria, por intermedio del señor Ministro de Justicia, el acuerdo del Pleno de ese Alto Tribunal, adoptado en sesión de fecha 23 de diciembre de 2008, en virtud del cual se procedió a formar la quina para proveer el cargo de Ministro de Corte Suprema, en la vacante provocada por el cese de funciones de don Marcos Libedinsky Tschorne.


La quina quedó integrada por los siguientes ministros:

1) Don Julio Torres Allú, Ministro de la Corte de Apelaciones de Valparaíso, por derecho propio.

2) Don Alfred Pfeiffer Richter, Ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago.

3) Don Carlos Aránguiz Zúñiga, Ministro de la Corte de Apelaciones de Rancagua.

4) Doña Rosa María Maggi Ducommun, Ministra de la Corte de Apelaciones de Santiago.

5) Doña Rosa Egnem Saldías, Ministra de la Corte de Apelaciones de San Miguel.


El oficio deja constancia que el orden de inclusión en la quina atiende a la ubicación en el Escalafón General de Antigüedad del Poder Judicial.


Como se señaló precedentemente, en conformidad al ya citado artículo 78 de la Carta Fundamental, la señora Presidenta de la República somete a consideración del Senado la designación de doña Rosa María Maggi Ducommun como Ministro de la Excelentísima Corte Suprema.

En mérito de lo dispuesto en el número 9) del artículo 53 de la Constitución Política, corresponde al Senado la atribución exclusiva de aprobar, en sesión especialmente convocada al efecto y con el voto conforme de dos tercios de los Senadores en ejercicio, la designación de los ministros y fiscales judiciales de la Corte Suprema.

Por su parte, el artículo 205 del Reglamento de la Corporación prescribe que los asuntos que importen el ejercicio de atribuciones constitucionales exclusivas del Senado “no podrán resolverse sin informe de la Comisión que corresponda.”.

- - -


A solicitud de los miembros de la Comisión, la Ministra señora Maggi acompaño sus calificaciones que, en los últimos cuatro años han sido las siguientes: año 2005, 6.89 puntos, Lista sobresaliente; año 2006, 6.92 puntos, Lista sobresaliente; año 2007, 6.67 puntos, Lista sobresaliente, y año 2008, 6.67 puntos, Lista sobresaliente.
- - - 

En primer término, la Comisión recibió a la magistrada señora Rosa María Maggi Ducommun, acordando grabar la sesión, para la Televisión del Senado.





El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Espina, agradeció la asistencia de la señora Ministra de la Excelentísima Corte de Apelaciones, doña Rosa María Maggi, quien aceptó la invitación que le formulara de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, con el propósito de realizar una conversación que permita a los señores Senadores ilustrarse respecto de sus puntos de vista relativos al Poder Judicial en nuestro país.





A continuación, el señor Presidente solicitó y obtuvo el acuerdo unánime de los integrantes de la Comisión en orden a permitir que la sesión sea grabada por el canal de Televisión del Senado, haciendo presente que la señora Ministra ha señalado no tener reparos sobre el particular.





Enseguida, ofreció la palabra a la candidata, quien expresó sus agradecimientos por la invitación formulada, haciendo presente su intención de absolver cualquier consulta que se le formule.





Con tal propósito, señaló, ha puesto a disposición de los señores Senadores un currículum donde se reseña su carrera judicial, que es lo que puede exhibir en esta instancia.





En él es posible constatar que lleva treinta y ocho años trabajando en el Poder Judicial, al cual se incorporó como funcionaria de Secretaría suplente en la misma Corte de Apelaciones, donde ahora se desempeña como Ministro.





Señaló que su primer cargo correspondió al de Oficial 3° de la Corte de Apelaciones, en calidad de Suplente, pasando luego a ser funcionaria de la Secretaría de la Corte Suprema, donde ejerció como Oficial 3° de la Biblioteca.





Señaló que mientras trabajaba paralelamente realizó sus estudios en la Universidad de Chile, que su primer cargo titular en el escalafón superior del Poder Judicial fue como Secretaria del 6° Juzgado Civil de Menor Cuantía, pasando luego a desempeñarme como Secretaria del 13° Juzgado Civil de Santiago, para desempeñarme después como Juez de Letras en lo Civil desde el año 1983 hasta el año 1995, con conocimiento, específicamente, en materias civiles, comerciales, y laborales. 





Posteriormente, agregó, pasó a la Corte de Apelaciones de Rancagua, donde sirvió el cargo de Ministro desde el año 1995 hasta el año 2001, en que fue designada en la Corte de Apelaciones de Santiago.





Expresó que hacía tal reseña debido a que en la época en que ingresó al Poder Judicial no existía una manera de incorporarse como la actual, como la Academia Judicial, donde los jóvenes abogados tienen la oportunidad de prepararse en materias específicas de interés para los jueces.





Manifestó que las escuelas de derecho son, en general, formadoras de abogados y no de jueces, y que se requiere de habilidades distintas, destrezas diferentes. Antiguamente, se aprendía de los otros jueces, comenzando, como es su caso, como funcionaria de la Secretaría, ayudando, transcribiendo resoluciones y aprendiendo con la imitación y el consejo de los jueces más antiguos, a desempeñar nuestras funciones.





Señaló que su propia trayectoria profesional y el desarrollo de su carrera le ha hecho interesarse mucho en la Academia Judicial, debido a que su propia visión del Poder Judicial está orientada a que esté siempre sujeto a un constante perfeccionamiento, que puede lograrse en la referida Academia, tanto en la formación de los futuros jueces como en el perfeccionamiento constante de los actuales, que permita mantenerlos al corriente del desarrollo de nuestro derecho.





Indicó que actualmente existe para los magistrados la obligación anual de asistir, al menos, a un curso de perfeccionamiento, señalando que, casualmente, en este momento se encuentra ausente de su propio curso, que está impartiendo el Instituto de Estudios Judiciales, que termina el próximo viernes.





Estos estudios, expresó, le permitieron actualizar sus conocimientos. En los dos últimos años el tema ha sido la justicia penal adolescente y el nuevo sistema de filiación, porque la legislación naturalmente tiene una evolución constante, lo que refuerza la conveniencia del enfoque que sobre el particular ha establecido el Poder Judicial,





Señaló que la educación constante, el permanente perfeccionamiento, el mantener al día en los conocimientos, es un gran aporte para la función judicial, lo cual unido a la independencia sobre la cual debe sustentarse el Poder Judicial, como un principal valuarte de los jueces, y la honestidad y probidad, generarán el mayor respecto hacia los jueces por parte de la sociedad, logro que es su aspiración, en atención a que estima deseable el que la sociedad confíe en sus jueces y en el adecuado desempeño de sus funciones.





Enseguida, la señora Ministro manifestó su disposición a absolver cualquier pregunta que estimen pertinente los señores Senadores.





El Honorable Senador señor Gómez, señaló que durante el período que ejerció el cargo de Ministro de Justicia tuvo la oportunidad de firmar el decreto de nombramiento de doña Rosa María Maggi como Ministra de la Corte de Apelaciones de Santiago.





Indicó que al revisar su curriculum ha recordado su propio desempeño como funcionario judicial, en que llegó a ejercer como Oficial 2° de un Tribunal.  Agregó que la señora Ministro tiene una larga trayectoria en el Poder Judicial, en distintas áreas, en distintos temas, con preeminencia en materias civiles.





Expresó que se han realizado varias reformas en el ámbito judicial, en materia procesal penal, en materia laboral, respecto de la responsabilidad penal juvenil, y consultó a la señora Ministro respecto de aquellas que, con su experiencia, estima pendientes, y cómo abordaría esas situaciones.





La Ministro, señora Maggi, señaló que la reforma a la justicia civil es la deuda que tenemos como sociedad, porque la justicia civil se ha quedado atrás frente a las modificaciones que, paulatinamente, se han introducido en nuestro país.





En tal sentido, agregó, a partir de la Reforma Procesa Penal se han abierto los ojos de todos los chilenos, que ahora no nos explicamos cómo pudimos tener el antiguo sistema.





Expresó que se realizó una  reforma de la Justicia de Familia, otra de materia laboral, y que la reforma en materia civil ha quedado rezagada, quizás debido al enorme esfuerzo que demandará, y que deberá enfrentarse debido a que cada vez es más urgente establecer sistemas de inmediación en esas materias. 





Señaló que no sabe con certeza lo que se realizará, aunque hay materias que claramente se deben modificar, como, por ejemplo, la forma en que actualmente se rinde la prueba, asunto en que estimó necesario establecer la presencia del juez para recibir la declaración de los testigos de las partes, evitando que para ello baste el comparecer ante un actuario, como sucede en este momento, porque tales declaraciones son las que permitirán que el juez reconstruya la realidad.





Indicó que en materia civil puede ser más difícil reconstruir la realidad que en materia penal, debido a que el infractor penal en la generalidad de los casos no ha preparado tanto su actuar como ocurre normalmente en materias civiles, donde existen contratos y acuerdos previos bastante complejos.  Además, agregó, la experiencia indica que las personas que declaran no dicen normalmente la verdad, lo cual si ocurre cuando son directamente interrogadas por un juez.





Asimismo, señaló, la presencia personal del juez y el contacto con las partes y sus abogados potencia la posibilidad de alcanzar situaciones de conciliación. Agregó que, además, la Reforma Procesal Civil constituiría una interesante posibilidad de descomprimir los tribunales de todo lo que significa la ejecución de las resoluciones, permitiéndoles abocarse a los asuntos de derecho civil propiamente tal, materia en que constituirá un valioso precedente la forma en que operen los juzgados de cobranza en lo laboral. 





Finalmente, destacó que en un libro de reciente publicación señala que la reforma pendiente, nuestra reforma pendiente, es la reforma civil, materia que, por supuesto, espera se pueda abordar luego.





El Honorable Senador señor Naranjo expresó que, en su opinión, la decisión que adopta el Senado al dar su acuerdo para el nombramiento de un Ministro de la Corte Suprema es el ejercicio de una de sus funciones más trascendentes, porque en ella cada Senador, en conciencia, determina cuál es la Corte Suprema que desea constituir y cuál es el tipo de administración de justicia que se adoptará por el Poder Judicial, todo lo cual les obliga a estudiar, a profundizar, a conocer, qué hay en cada juez que integrará la Corte Suprema. 





Indicó que en otros países en tal circunstancia se interroga a los candidatos incluso sobre aspectos que, para nosotros, podrían considerarse de índole personal o privada, en parte motivados por su concepción de que un juez nunca puede mentir y, quizás, porque se desea conocer antecedentes que en nuestro país aún no se estima adecuado recabar.





Enseguida, señaló que realizaría algunas consultas que le parecen fundamentales.  Por ejemplo, agregó, respecto a la situación de la tuición de los hijos, que hoy día es objeto de debate nacional, en que se discute a quién corresponde esa responsabilidad. Hay quienes sostienen que correspondería al padre y otros que a la madre, y en la práctica esa responsabilidad se entrega en forma casi exclusiva a la madre.  Además, se ha levantado una nueva disyuntiva y creado una nueva polémica, respecto a si los homosexuales pueden tener derecho a la tuición de sus hijos. Sobre la materia, agregó, le gustaría conocer el pensamiento de la señora Ministro, que puede ilustrar la decisión que debe tomar.





De la misma manera, señaló, quisiera conocer su criterio respecto del valor jurídico de los tratados internacionales que Chile ha firmado, y si en su opinión ellos tendrían un de rango constitucional, supra constitucional, o meramente legal.





Desde otro punto de vista, indicó, y considerando que el incremento de la delincuencia en el país genera que muchas personas deseen que se tomen medidas más extremas, e incluso se responsabilice de ello a la eliminación de la pena de muerte, quisiera saber cuál es su opinión sobre dicha sanción.





Por último, expresó, solicita conocer su opinión respecto a si los crímenes de lesa humanidad, deben ser prescriptibles o no.





La Ministro señora Rosa María Maggi expresó que, en primer término, quisiera referirse a la opinión que existiría en Estados Unidos de América, en cuanto a que la gente, sus ciudadanos, piensan que los jueces no pueden mentir. Sobre el punto, expresó, en Chile tampoco los jueces pueden mentir, no porque sean superiores al resto de la humanidad sino que en atención a que la sociedad les exige un comportamiento superior al que, naturalmente, se le exige a cualquier persona.





Expresó que ello determina que los jueces deban hacer sus mayores esfuerzos para evitar la humana tendencia a mentir, sea para evitar situaciones ingratas, y que el tema de la ética judicial constantemente le ha preocupado y ocupado, participando en diversos seminarios sobre la materia, asistiendo como alumna o impartiéndolos.





Indicó que siempre les hace presente tanto a los alumnos como a los postulantes a los cargos judiciales, que tienen que tener muy claro que la sociedad quiere de ellos un plus, un algo más que lo normal, pues nadie quiere ver un juez que mienta, un juez que tenga afición a las drogas o afición al alcohol, o que lleve una vida desordenada, pues la ciudadanía exige que una persona que tendrá derecho a juzgarle tenga un comportamiento que le inspire respeto.





En tal sentido, manifestó, no tiene preocupación respecto de las preguntas que se le dese formular, pues estima que la probidad, la honestidad, la ética, es lo principal en un juez, atributos sin los cuales ningún otro sirve.





Respecto a la tuición de los hijos, prosiguió expresando, nuestra ley le da la tuición a los dos padres, surgiendo el problema cuando ellos están separados, indicando que aunque antiguamente había algunas distinciones ahora le corresponde la tuición a ambos padres.  Aunque la tuición la pueden acordar los padres cuando hay separación, la ley se pone en el caso de que en principio estarían más cuidados con la madre, aunque ello no es una cosa absoluta, pues en cada caso es posible que sea el padre o la madre el más apto para cuidar a sus hijos, estimando que la preferencia sexual del padre o de la madre no tiene ninguna importancia en esto, y ella no es un aspecto central para la decisión que debe tomar el juez. 





Lo primordial, indicó, es determinar cuál de los dos padres está en mejores condiciones de proporcionar una buena educación y una buena formación a los hijos, manteniendo las reglas a que estamos todos acostumbrados, sin que se pueda establecer discriminaciones por asuntos de tal naturaleza, que no cree sea un aspecto que deba ser particularmente relevante.





Por cierto, agregó, cada situación tiene que ser resuelta caso a caso, lo cual constituye una ventaja de los jueces frente a los legisladores que se ven en la necesidad de establecer una ley de carácter general, lo que lleva a que si bien el legislador puede establecer una preferencia, señalando, por ejemplo, que el cuidado de los hijos le va a corresponder en principio a la madre, los jueces son los que deberán analizar el caso particular, aplicando la norma general cuando esa madre está facultada para tal labor, o la excepción, cuando ello importe un grave perjuicio para el menor, caso en el cual será preferible que estén con el padre, si es apto.





Sobre el particular, el Honorable Senador señor Naranjo manifestó que en su consulta solicitaba conocer su opinión respecto a si la tuición de los hijos la puede tener una madre lesbiana o un padre homosexual.





La señora Ministro señaló que, como lo había expresado, la preferencia sexual del padre no le parecía determinante, y que es uno de otros factores que se debe considerar al momento de decidir, de la misma manera que se deben considerar otras características que ese padre o madre pueda tener, y que no es una situación que deba ser determinante como para discriminarlo, debiendo decidirse en casa caso lo que corresponda.





En cuanto al valor de los tratados internacionales, indicó que no hay duda que después de la modificación constitucional del año 2005, que incidió en el artículo 5° de la Constitución Política de la República, se vigorizó la importancia de los tratados internacionales que adquirieron, entiende, rango constitucional cuando dicen relación con los derechos esenciales que emanan de la persona humana, y que tal es el sentido con que entiende la modificación del artículo 5°.





Expresó que los tratados internacionales constituyen derecho, y que cada vez son una fuente más importante del derecho, no solo en materia de derechos humanos. Indicó que estamos viviendo una época de globalización del Derecho, y que diversos tratados sobre diversas materias, como los relativos a materias comerciales, se hacen más importantes para regular las relaciones internacionales de los hombres de distintos países.





En relación al problema de la delincuencia, señaló que es un problema social, y que el Derecho es el que tiene que enfrentar distintos fenómenos sociales. Sin embargo, expresó, en su opinión la delincuencia debe ser reprimida más bien desde el punto de vista de la prevención que del castigo. Indicó que esta opinión pudiera parecer discutible por provenir de un juez, que deben imponer los castigos, pero que ella se refiere a la política criminal frente a la delincuencia, ya que no se debe pensar que tal fenómeno se va a frenar porque existan más leyes que castigan a los delincuentes, pues la materia debe ser abordada como un todo, como un fenómeno social.  





En este campo está la labor del juez, de sancionar con rigurosidad y con seriedad cada una de las infracciones legales, pero está también el deber del Estado de cuidar que nuestros jóvenes tengan actividades en que interesarse, que se puedan dedicar al deporte, que tengan donde ir a jugar, que tengan educación, que tengan otras opciones. Señaló que a veces en las poblaciones se ve grupos de niños, jóvenes, que no tienen qué hacer, y que ha visto muchas madres que piden que la Municipalidad los lleve a algún lado, les hagan un campeonato de fútbol o de cualquier cosa, que los anime, que los interese y que los aleje de las malas juntas.





Expresó que si esos niños llegan a delinquir generarán problemas, y que existe una ley de responsabilidad penal juvenil que también está orientada a la rehabilitación, pues es necesario que los jóvenes infractores tenga rehabilitación, sin la cual no se avanzará en la materia.





Respecto a la pena de muerte, indicó, está derogada en nuestro ordenamiento jurídico y no puede ser partidaria de la pena de muerte, sin que le parezca un tema del que debamos preocuparnos ahora. En cuanto a los crímenes de lesa humanidad, señaló que ayer leyó en el diario que se había aprobado la ley que sanciona los crímenes de lesa humanidad en nuestro país.





Mientras tanto han tenido que ser los tribunales los que han ido creando un derecho que no estaba y entonces, señaló, ha sido un proceso evolutivo en que hemos estado todos comprometidos, en que somos todos responsables, lo que le recuerda la pregunta respecto de quién tiene la culpa en Fuenteovejuna, Fuente Ovejuna, señor. Agregó que ya aprobada la ley que sanciona las crímenes de lesa humanidad, que está, entiende, próxima a su promulgación; será posible que se ratifique finalmente el Tratado de Roma, y tengamos la Corte Penal Internacional, asunto que ha tomado al país diez años, cuyo resultado se produce diez años más tarde.  Manifestó que no sabía si había explicado claramente lo que seseaba decir, en el sentido que en todos los aspectos del derecho se va produce una evolución que, a veces, no es tan rápida como uno pudiera pensar. 





En cuanto al tema de la prescripción, por el que se le consulta, señaló que ha tenido diferentes posiciones y por eso hago esta explicación en cuanto a la evolución del derecho, porque a veces en derecho, y eso es lo fantástico que tiene también la labor del juez, que tiene que decidir conflictos en que se colisionan intereses o derechos, en que por un lado tiene que pensar que no está descrito el delito, por ejemplo, y entonces la jurisprudencia acude a la idea del secuestro permanente, porque no teníamos la desaparición forzada de personas y porque hay un problema de tipificación, y porque nadie puede ser condenado por un delito que no esté establecido con anterioridad, pues ello también es un principio constitucional.  Si el delito no está, ¿cómo hacemos los jueces para poder saltar el principio de la tipicidad?.  Es un esfuerzo de pensamiento, no es cosa de un capricho, entonces, se acude a esta figura y poco a poco la jurisprudencia, entiendo yo, ha ido evolucionando hasta cierto punto para poder alcanzar a una decisión que satisfaga medianamente a la comunidad.





Manifestó que es necesario comprender que frente a los principios que nos llevan a decir voy a castigar porque esto corresponde a un principio de derecho natural, lo que indicaría que tiene que ser imprescriptible, se enfrenta otro principio que me está señalando que no se puede aplicar la ley penal en forma retroactiva, porque eso también iría en contra del derecho de la persona humana.





Ante el conflicto entre uno y otro bien, yo juez puedo dudar, y puedo plantearme la necesidad de atender a este punto o a ese otro. El juez se encuentra ante la circunstancia de que no debe aplicar retroactivamente la ley penal y que tiene que aplicar la ley penal más favorable. Esta situación, agregó, y los mismos problemas ha enfrentado también el legislador, porque por una parte pareciera fácil derogar, por ejemplo, la ley de amnistía, pero por otra, se dice que si se deroga la ley de amnistía queda el principio de la ley más favorable y, quizás los jueces aplicarán la disposición más favorable, volviendo todo al punto de partida, quedando en el asunto en manos de los jueces, y la sociedad termina, finalmente, confiando en sus jueces.





De acuerdo a lo expuesto, manifestó, reconoce que ha tenido posiciones cambiantes, porque la jurisprudencia va cambiando, y puede decir, por ejemplo, que la amnistía nunca la ha aplicado, no le ha correspondido aplicarla, pero sí la prescripción, cuando se encontraba establecida exactamente la fecha de muerte, por ejemplo en septiembre de 1973, y se contaba con el cadáver, y ha habido casos en juicios en que una persona ha sido favorecida por la prescripción en ese episodio, por ese hecho, por ese acto preciso, y que cuando viene después a descubrirse que hay otra víctima, que está también involucrada en ese mismo episodio, es muy difícil establecer que la prescripción se la puedo aplicar respecto de A pero no respecto de B, cuando están en una misma situación.  Hay principios como la cosa juzgada que también son muy importantes de considerar, y lo que ya juzgó el juez es para mí palabra definitiva.  Esos son los principios a los que yo me he visto enfrentada.





En el caso del secuestro permanente, señaló, no ha aplicado la prescripción y, explicó, porque al no tener la fecha de muerte no le es posible saber cuándo falleció la persona y no tiene una fecha exacta para su eventual cómputo, sin que en aquellos casos la haya aplicado.  Expresó que ante sus explicaciones podrían decir que parece caprichoso que un día la acepta y un día no la acepte, pero que les asegura que en cada una de las resoluciones está explicado porqué se decidió de una u otra manera, porque estima que en definitiva la única garantía que pueden tener los ciudadanos es la explicación, que si es razonable y es lógica, y llega a un resultado razonable, por lo menos tendrá que ser aceptada.





El Honorable Senador señor Larraín manifestó que deseaba consultar respecto a un tema que estima esencial en la labor de los jueces, particularmente en el ámbito de la Corte Suprema por el rol que le corresponde desempeñar, relativo a la independencia con que actúan los jueces, y la garantía que de que las decisiones y los fallos de los tribunales respondan a una convicción jurídica, acertada o no, pero tomada en conciencia.





Expresó que no siempre existe la convicción de que los jueces actúan en forma verdaderamente independiente, pues están sujetos a presiones de diversos tipos, derivadas de posturas ambientalistas, de la opinión pública; de amistad o de vinculación, o de carácter político, religioso o filosófico, aspectos propios de la naturaleza humana.





En tal sentido, agregó, quisiera consultar cuán independiente se siente al fallar, cuáles son los pasos que sigue cuando resuelve un caso específico, y cómo puede ayudarnos a garantizar en Chile, no solamente en la Corte Suprema, sino que en todo el Poder Judicial, que efectivamente se actúe con total independencia, y que también le resulta de interés el conocer su opinión respecto de la independencia económica del Poder Judicial, y si estima que en la forma como se encuentra establecida su dependencia presupuestaria es posible garantizar el funcionamiento independiente en los aspectos económicos y administrativos del Poder Judicial. 





La señora Ministro indicó que, como lo había señalado, la independencia es un pilar fundamental para la administración de justicia, pues los jueces deben ser absolutamente independientes, siendo su imparcialidad un presupuesto básico que, de no existir, desvirtúa la función de juzgar.





Expresó que no le corresponde responder por las decisiones que haya adoptado la Corte Suprema ni comentar sus opiniones, y que se resiste a pensar que existan jueces que no sean independientes debido a que la valora –la independencia-, que no puede concebir que un juez, sobretodo si ha llegado a la Corte Suprema, pueda poner cualquier otro interés por delante de los valores de la justicia.





Indicó que cuando tiene que enfrentar un caso realiza el ejercicio de mantenerse absolutamente aislada de todo lo que signifique el entorno de ese juicio, y que estima que el juez tiene que ser capaz de poner distancia de sus propias convicciones, de sus propios intereses, de sus propias pasiones, frente a un determinado asunto que debe resolver de la manera más ecuánime posible.





Manifestó que la independencia se logra cuidando de no tener contacto con las personas que están involucradas en un determinado conflicto, siendo una buena práctica el no recibir a los abogados que están en conflicto cuando el asunto está por discutirse o resolverse. Es necesario no escuchar los comentarios, no aceptar las recomendaciones de uno u otro, aunque ello derive en ir tornándose en una persona anónima y que se aleje un poco de la comunidad en su afán de no adquirir compromisos con nadie.





Expresó que le parecía ser una persona de bastante bajo perfil, siendo incluso desconocida para muchos de los presentes, lo que pareciera ser producto de su constante preocupación en orden a de no relacionarse mucho con nadie que pueda pretender influir. Para ello, agregó, no es conveniente estar cerca del mundo político, por ejemplo, o participar en grupos de alguna ideología determinada, pues debe ser absolutamente independiente en todos los aspectos de su vida, característica que estimó puede ser un aporte, y que es una forma de disciplina personal, pues si la justicia o el Poder Judicial no son independientes no sirven su función.





Respecto de la independencia económica, señaló que ella es una gran aspiración, pero que la actual situación no importa que el Poder Judicial pueda sentirse menos independiente.  Sin perjuicio de ello, el poder destinar los recursos hacia donde el Poder Judicial cree verdaderamente que los necesita, sería una cosa extraordinariamente valiosa, concluyendo que en ningún caso puede suponerse que el Poder Judicial es menos independiente debido a que depende presupuestariamente de otro Poder del Estado.





El Honorable Senador señor Sabag señaló que valoraba las expresiones de la señora Ministra, en el sentido de la independencia que todos aspiramos tenga el Poder Judicial para actuar de acuerdo con las leyes en un momento determinado, y que teniendo presente esa situación se ha buscado que sus integrantes tengan una remuneración digna, similar a la de los Parlamentarios, la Presidenta de la República o los Ministros de Estado.





Señaló que, considerando que la especialidad de la señora Ministra en el Poder Judicial ha sido la justicia civil y la justicia comercial, donde lo ha hecho muy bien, y en atención a que pronto se presentará a trámite la reforma para la justicia civil, deseaba conocer de su experiencia y voluntad para colaborar y participar en esta nueva reforma.





La Ministro, señora Rosa María Maggi, indicó que tuvo la oportunidad de participar, en el año 2007, en un proyecto que se llevó adelante en colaboración con organismos internacionales, que permitió conocer la realidad de España, Inglaterra y Francia respecto de la justicia civil.





Ello le permitió estar en contacto y visitar tribunales en Valencia, Londres y sus lugares cercanos, al igual que en París, conociendo realidades diferentes. Expresó que su impresión fue que somos más cercanos al sistema español, que podría ser muy interesante adoptar, en alguna medida, no en su totalidad, porque hay que considerar que también presentan algunos problemas de retardo en su administración de justicia.





Por otra parte, señaló, también es necesario considerar que la justicia civil, debido a su complejidad, no siempre permite obtener resultados con gran tanta celeridad, sin perjuicio de lo cual hay reformas en España que podrían ser perfectamente aplicables en Chile, y otras, que vimos en Francia, que eran muy interesantes en relación a las ejecuciones de las resoluciones, que permitiría descomprimir de los tribunales civiles toda la parte de cobranza, dejando de ser una sede un tanto administrativa, con un sistema semejante a la sindicatura de quiebras con un notario, con un receptor judicial, por ejemplo, con una mixtura de todas esas disciplinas. Tal sistema, señaló, permite que las personas que cuenten con un título ejecutivo puedan acudir a estas personas que son unos ejecutores de ley.





En síntesis, expresó, lo esencial, sería buscar un sistema que permita a los jueces concentrarse en sus funciones propiamente jurídicas, en lo jurisdiccional.





El Honorable Senador señor Romero señaló que, aunque esta audiencia puede ser distinta a las audiencias que celebra el Senado de los Estados Unidos de América, cuando se nominan Ministros de la Corte Suprema, tiene la extraordinaria virtud de haber evolucionado hacia una audiencia pública, que está siendo televisada por el Senado, en la cual tenemos a la vista los expedientes, antecedentes, la trayectoria de la Ministro, e incluso las votaciones que cada uno de los Ministros de la Corte Suprema realizó respecto de cada uno de los candidatos.





Expresó que eso da cuenta de que la sociedad chilena ha avanzado hacia regímenes mayores de transparencia, como lo demuestra la reforma constitucional a que se ha hecho referencia, que también determinó que los actos de resolución al organismo del Estado deben ser públicos.





Desde esa perspectiva, agregó, le interesa conocer su opinión respecto del tema de la transparencia en el Poder Judicial.





La señora Ministro señaló que, en su opinión, el Poder Judicial se ha ido modernizando en este aspecto, y de alguna forma, ya son públicos gran parte de sus antecedentes, como ocurre, por ejemplo, con la información que se a puesto a disposición de los señores Senadores, en que se indica cuál es la votación que cada uno de los aspirantes a la Corte Suprema obtuvo en el proceso; con expresión de quiénes votaron a favor de cada uno de los candidatos. Asimismo, se entregaron mis calificaciones, e incluso tales votaciones es posible observarlas por Internet.





Este proceso demuestra un cambio notable, impensable años atrás, cuando incluso se desconocía quién le había calificado de qué manera, todo lo cual ahora es absolutamente claro, y todos pueden conocer la evaluación que han realizado sus superiores y el concepto que tienen de nuestro trabajo. Además, indicó, empeñados en aumentar la transparencia, se incorporó el concepto de declaraciones de intereses y de bienes.





También en el Poder Judicial se ha buscado mejorar el sistema disciplinario, el sistema del cuidado ético, de la conducta ética, del comportamiento que deben observar los jueces, mediante un auto acordado que establece de manera clara las respectivas responsabilidades.  Asimismo, mediante un auto acordado se ha regulado el procedimiento para hacer efectiva la responsabilidad, cuidando la Corte Suprema que se resguarde el debido proceso, de manera que los jueces son objeto de una investigación, luego, si corresponde, de una acusación, teniendo oportunidad de formular sus descargos, en un proceso absolutamente transparente.





Agregó que también la Corte Suprema ha adoptado, en forma supletoria, la reglamentación del Código de Ética Iberoamericano, informando que en dos días más se iniciará un encuentro iberoamericano de jueces que versa precisamente sobre la transparencia, en el cual participará la señora Presidenta de la República en la Corte Suprema, inaugurando este consejo de transparencia, con asistencia de los Presidentes de las Cortes de Apelaciones iberoamericanas, lo que demuestra que el problema de la transparencia es una preocupación de índole global.





El Honorable Senador señor Chadwick resaltó la preparación académica de la señora Ministro, expresando que son pocos los curriculum que son tan amplios y diversos en esta materia. Agregó que ha conocido de cerca su trayectoria como Ministra, porque ella ejerció funciones durante seis años en la Corte de Apelaciones de Rancagua, donde permanecen recuerdos de respeto y admiración a lo que fue su gestión.





Indicó que comparte de alguna forma lo que ha planteado el Senador Naranjo, en el sentido que cuando corresponde como Senadores pronunciarse respecto a una proposición para la Corte Suprema, es necesario buscar algunos aspectos de fondo, de visión de sociedad, de conducción de sociedad, porque la función principal de la Corte Suprema dice relación con la correcta o debida interpretación del derecho hacia lo que es el resto de los tribunales de justicia, fundamentalmente, a través del recurso de casación que, quizás, es una de las tareas más esenciales de la Corte Suprema.





En ese sentido, expresó, deseaba consultar respecto de un tema específico, que ha tenido una polémica fuerte en la sociedad chilena actual, y que va a seguir teniéndola, que dice relación con desde cuándo el Estado debe hacerse responsable de proteger el derecho a la vida de las personas, que está vinculado también a los temas de derechos humanos que ha planteado el Senador Naranjo.





Señaló que quisiera conocer sus criterios éticos o científicos, o bien, más aún, de interpretación jurídica de nuestra legislación actual para efectos de señalar cuál es su visión con respecto a este tema, que es fruto de debate, de jurisprudencias distintas, y donde la Corte Suprema está permanentemente llamada a pronunciarse.





La señora Ministra manifestó que es partidaria del respeto de todos los derechos humanos, siendo el primero de ellos el derecho a la vida. 





Expresó que la ciencia, a veces, pone en evidencia nuevas circunstancias, y que su avance lleva aparejado el surgimiento de problemas que nunca antes se planteaban. Desde ese punto de vista, agregó, estima que el derecho tiene que irse amoldando paulatinamente a esas nuevas realidades, a esas nuevas concepciones.





Señaló que sobre la materia ni los científicos han alcanzado acuerdo acerca de cuándo se inicia la vida, como tampoco se ponen de acuerdo acerca de cuándo se inicia la muerte, y ello puede producir inconvenientes para determinar cuando se produce verdaderamente la muerte en relación, por ejemplo, con la eutanasia, y sobre cuándo se produce la vida en relación con el aborto o el control de la natalidad.





Manifestó que tales son temas muy delicados que se mantendrán en discusión y, que definitivamente, son temas respecto de los cuales incluso al legislador le resulta difícil pronunciarse, aunque los jueces no les sea posible hacerlo. 





Señaló que en lo personal es francamente defensora de la vida, pero que cuando tiene que decidir como juez, de acuerdo a lo que antes ha expresado, debe abstraerse un poco de sus propias convicciones y ver lo que es lo correcto de acuerdo al ordenamiento jurídico, y lo que la sociedad espera de él.  Señaló que es muy difícil para ella plantear o responder desde cuándo comienza la vida, tema en el que ha leído bastante, constatando que los médicos y los científicos, no se ponen absolutamente de acuerdo en el punto. 





Agregó que tal definición es central para determinar la diferencia entre un anticonceptivo, de los que tradicionalmente se acepta, y, por ejemplo, la píldora del día después. Asimismo, indicó, tal problema se refleja en el problema del aborto terapéutico, que también es un tema, que se ha ido planteando, y que existía en nuestra legislación hasta hace años atrás. Sobre la materia, agregó, es posible señalar que importa la colisión de los grandes principios, ya que cuando es posible enfrentar la vida del niño que está por nacer a la vida de su madre surge un conflicto entre dos vidas, estimando que si hay verdaderamente en riesgo una vida u otra, si está en riesgo la vida de la madre a cambio de un feto inviable, por ejemplo, son todas situaciones que habrá de enfrentarse caso a caso.





En el caso del aborto propiamente tal, el caso de la posibilidad de la píldora del día después, estimó que responde más a una política de Gobierno, a una política de Estado, a una política de Salud, y que probablemente deberá prevalecer lo que sea más beneficioso para la sociedad, representada por sus órganos constitucionales, que las opiniones particulares, por muy respetables que sean, que todos pueden tener sobre a materia.





El Honorable Senador señor Muñoz Aburto señaló que deseaba consultar respecto del derecho a defensa jurídica que tiene toda persona.





Sobre la materia, expresó, además de existir las Corporaciones de Asistencia Judicial, la Defensoría Laboral y la Defensoría Penal, subsiste una institución, a su juicio, un poco arcaica, como es la designación de los abogados de turno.  El tema ha sido objeto, desde hace un tiempo atrás, de una serie de críticas formuladas por el Colegio de Abogados, respecto de un sistema que tenía mucha justificación en la época en que la educación superior era gratuita, y donde quienes se recibían como abogados retribuían de esa forma a la sociedad, argumento que no es posible seguir sosteniendo cuando la educación se financia con créditos fiscales, bancarios, avales, o financiamiento familiar.





Además, expresó, es frecuente que los abogados designados a través de esto turnos no le dan la adecuada defensa a los supuestos beneficiarios, con lo cual, en el fondo, se estaría trasgrediendo lo que establece en nuestra Constitución en relación a la defensa, consultando a la señora Ministro si es partidaria de eliminar esa institución.





La Ministro, doña Rosa María Maggi, expresó cuando no existe defensa es necesario recurrir a alguien que asuma tal papel, pues resulta ineludible que la persona cuente con ella. Indicó que si el Estado no ha proporcionado un mecanismo como el de la defensa penal pública, en el caso de la Reforma Procesal Penal, o la defensa laboral que se está estableciendo, lo que determina que los jueces se vean en la imperiosa necesidad de buscar un defensor.  





Manifestó que ese es el fundamento de la institución del abogado de turno, y recordó que cuando ejerció funciones en la ciudad de Rancagua se recurría al abogado de la Municipalidad, o al abogado de la Intendencia, que en general estaban dispuestos a prestar su ayuda y asumían la defensa de una persona.





Señaló que también ocurre que algunos abogados designados en el turno no aceptaban, renunciaban, o simplemente no querían defender a un determinado imputado, por sus condiciones personales o por el delito de que se tratara.





Indicó que en su opinión es necesario establecer una defensoría pública que garantice el adecuado derecho de defensa, estimando que no le parece adecuado que los abogados estén obligados a soportar esa carga y asumir esta obligación, al igual que ocurre con la práctica profesional que deben realizar para titularse, en que no se les paga por su trabajo, como si ocurre con las demás profesiones, siendo partidaria de su supresión.





El Honorable Senador señor Espina expresó que le complacía escuchar su opinión respecto de la defensoría de las víctimas, porque ese es un tema que lleva más de un año y medio paralizado en la Cámara de Diputados, habiendo sido despachado por el Senado en forma unánime, quizás, por razones políticas.





Señaló que la actual situación de las víctimas violenta las normas elementales de un Estado de Derecho democrático, en que las partes frente al enjuiciamiento que hace un funcionario del Estado sobre sus eventuales responsabilidades en un hecho que reviste caracteres de delito, tiene que contar con la garantía y la posibilidad de ser debidamente defendido en sus intereses, debe contar con una adecuada defensa de ellos, tal como ocurre hoy respecto de quien es imputado como autor de un delito, que tiene derecho a una defensa pagada por el Estado.





Agregó que el Fiscal no cumple el papel de abogado de la víctima, y puede haber una gran diferencia entre los intereses que tiene la Fiscalía con lo que tiene la víctima.  El Fiscal puede creer que el delito es un hurto, y la víctima puede creer que es un robo, y el Fiscal puede querer ir a un juicio simplificado y la víctima no.





Manifestó que si la víctima de un delito no tiene abogado, si no tiene recursos para financiarse, salvo que acuda a la Corporación de Asistencia Judicial, que está bastante colapsada, nadie la representará porque, como ha dicho, al Fiscal no le corresponde de hecho defender los intereses de la víctima que pueden ser distintos a los intereses de la sociedad que representa.





Señaló que uno de los problemas que hay en la legislación actual es que dictada una sentencia por un juez en materia penal, el seguimiento de lo que ocurre con la persona que recibe esa sentencia, en la práctica no se hace.  Agregó que si eso se lleva al caso de los menores, el efecto es dramático, porque si por ejemplo se les deriva a un régimen de internación semi cerrado, que significa que deben dormir en un lugar, tienen que estar durante el día en libertad, sin que nadie haga seguimiento de ese joven, desvirtuando las posibilidades de lograr su reinserción social y su rehabilitación.





Señaló que en muchos países se usan los jueces de ejecución de penas, que son los que les corresponde hacer un seguimiento de la situación, y manifestó que le interesaba conocer la opinión de la señora Ministro sobre el tema, y saber si con su experiencia lo estima un tema vital.





La señora Ministra, doña Rosa María Maggi, coincidió  en la necesidad de establecer el sistema de juez de ejecución, pues es de común ocurrencia el encontrarse diariamente con sujetos que se les revocan las medidas alternativas de cumplimiento de la condena, porque no les han dado cumplimiento.





Expresó que Gendarmería en alguna medida ha cambiado la manera en que está ejerciendo ese control, y que los fiscales están persiguiendo estas situaciones. Agregó que ello puede ser perfeccionado, pero que se ve con bastante frecuencia el hecho de que se revoque beneficio por incumplimiento, lo que antes no se veía nunca, sin que operara la revocación prevista en el artículo 26 de la ley N° 18.216, aplicándose sólo  su artículo 28, que da por cumplida la condena en atención sólo al transcurso del tiempo.





Respecto de los infractores adolescentes, indicó que existe la posibilidad de estar revisando las medidas, y que eso lo hace el juez de garantía, a quien le está entregada la misión de poder constatar el cumplimiento, pudiendo llegar a ser sustituidas las penas impuestas por el Tribunal Oral por el Juzgado de Garantía, cuando se producen determinadas circunstancias que arrojan el mérito suficiente para ello, aunque en definitiva se trata de un problema de incumplimiento.





En el caso de la remisión condicional de la pena, estimó que ella en general se cumple, lo que no siempre ocurre en el sistema de libertad vigilada, en que luego de tres años se van aflojando los controles.





Otro punto de importancia, agregó, es el contar con suficientes delegados de libertad vigilada que estén adecuadamente capacitados para controlar, porque las medidas alternativas de cumplimiento de condena son útiles y son necesarias, y evitan que todo condenado deba necesariamente ser encarcelado, y siendo rigurosos es la única manera de obtener resultados positivos.





El Honorable Senador señor Espina consultó a la señora Ministro se estima que el juez de ejecución de pena, como en otros países, le correspondería señalar, por ejemplo, que pese a que se está cumpliendo la ley no se están generando los procesos de rehabilitación, y si estima que ello es propio de la labor de un juez.





Sobre el particular, la señora Ministro manifestó que, en su opinión, lo relativo a la ejecución de la pena es resorte del Ejecutivo más que del Poder Judicial. Señaló que el cumplimiento de la pena excede un poco el ámbito del juez, y que es el juez de ejecución de penas el que debe preocuparse de la existencia o ausencia de centros de rehabilitación, de si existen empleadores dispuestos a recibir a gente que tiene un antecedente penal, más que del proceso mismo de rehabilitación de una persona determinada, porque el problema que enfrenta quien ha cometido un delito es que tiene una anotación, una sentencia, que le impide reinsertarse y conseguir un trabajo, y encontrar un lugar en la sociedad.  





Indicó que tal vez es más importante que el juez controlador el contar con centros sociales o lugares donde esas personas puedan reunirse y que establezcan incentivos para que las empresas les reciban luego de haber sido sometidas a este sistema de rehabilitación.





Expresó que ha conocido muy buenos centros de ese tipo, que tienen todas las condiciones pero que, como son abiertos y en consecuencia a la libre disposición de los jóvenes, no pueden cumplir esa finalidad.  Finalmente, indicó, es un difícil problema el de la ejecución y la rehabilitación fuera del sistema carcelario, que parece escapar un poco a la misión del Poder Judicial.





Enseguida, el Honorable Senador señor Espina consultó el parecer de la señora Ministro respecto a la posibilidad de que el juez, al aplicar una disposición para obtener la rehabilitación que en la práctica no se cumple, tenga derecho a representar que no se está cumpliendo su sentencia.





La señora Ministro indicó que son problemas que escapan a las capacidades de un juez.





Señaló que recordaba que al promulgarse la ley de violencia intrafamiliar la ley le indicaba que debía mandar al infractor a realizar trabajos en beneficio de la comunidad, surgiendo el problema de dónde mandarlo, debiendo llamar personalmente a las más diversas instancias, como las municipalidades, para lograr que se realizara algún trabajo de beneficio a la comunidad.





Para hacerlo, prosiguió señalando, recurría a organizaciones de alcohólicos anónimos, o a las universidades, siendo tremenda la presión por encontrar una solución para cada caso, instalándose en los propios pasillos de los tribunales civiles, asistentes sociales que contratábamos para tratar de buscar un staff de personas que pudieran auxiliarnos y eso, después, pasó a ser la práctica, porque de hecho en los tribunales se instaló todo esto, que fue una creación, prácticamente, de los tribunales, respondiendo a aquello de que la necesidad crea el órgano.





Expresó que es necesario que existan los centros, y que  cuando se establece un sistema, como por ejemplo, el sistema que estamos viendo ahora con el sistema penal de adolescentes, existan centros y lugares donde estos jóvenes puedan verdaderamente obtener la rehabilitación, porque si no es un esfuerzo frustrante.





Finalmente, el señor Presidente, en nombre de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado, agradeció la presencia de la Ministro señora Rosa María Maggi en la sesión, y que haya dado respuesta completa a todas las consultas que se le han formulado.





Además, expresó su reconocimiento al amplio curriculum de la Magistrada, no solo en lo que dice relación con la carrera judicial sino que también en sus actividades académicas, que demuestran un perfeccionamiento permanente de la labor judicial.

- - -


La Comisión revisó los antecedentes relativos a este asunto, y constató que el procedimiento seguido en este caso se ha ajustado a las prescripciones sobre designación de Ministros de la Corte Suprema y que se han cumplido los requisitos exigidos por la normativa aplicable.

En virtud de las consideraciones precedentemente expuestas, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por la unanimidad de sus miembros, los Honorables Senadores señores Espina (Presidente), Chadwick, Gómez, Muñoz Aburto y Sabag, tiene el honor de informar que en la proposición para nombrar a Rosa María Maggi Ducommun como Ministra de la Excelentísima Corte Suprema se ha dado cumplimiento a los requisitos, formalidades y procedimientos previstos por el ordenamiento jurídico vigente.

- - - - - -

Acordado en sesión celebrada el día 12 de mayo de 2009 con la asistencia de los Honorables Senadores señores Alberto Espina Otero (Presidente), Andrés Chadwick Piñera, Juan Antonio Gómez Urrutia, Pedro Muñoz Aburto y Hosain Sabag Castillo.


Valparaíso, 12 de mayo de 2009.

(Fdo.): Juan Pablo Durán González, Secretario
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